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			Presentación

			Desde comienzos de la década de 1990, Chile ha vivido un largo y lento proceso de transición hacia la democracia, en el que muchas de las transformaciones privatizadoras introducidas por el régimen dictatorial se han mantenido o reformado sólo parcialmente.

			El modelo privatizador ha logrado mantenerse en la postdictadura gracias a un marco constitucional y de leyes orgánicas constitucionales que bloquean todos los cambios a partir de exigencias de quórums elevados, de sobrerrepresentación de las minorías en las leyes que rigen los procesos electorales y de un modelo consensual de democracia favorecido por una parte importante de los dirigentes políticos de la transición.

			En el campo educacional, la dictadura implementó uno de los modelos neoliberales más ortodoxos del mundo, a través del financiamiento vía vouchers, con igualdad de trato a emprendimientos privados y escuelas municipales, configurando un sistema de competencia y libertad de elección que termina precarizando el sistema público.

			Es posible distinguir dos etapas en la instalación de este modelo. La primera impulsada por la dictadura a partir de 1980 bajo la conducción de economistas formados mayoritariamente en el neoliberal Departamento de Economía de la Universidad de Chicago. La segunda etapa, desde 1990 en adelante, ha estado marcada, sobre todo, por perspectivas que han vuelto a destacar un cierto rol del Estado en la educación, pero un Estado gestionado a partir de criterios empresariales, al estilo de la llamada «nueva gestión pública».

			La década del 2000 estuvo marcada por la explosión de los movimientos por la educación, fundamentalmente integrados por estudiantes secundarios y universitarios, y en menor medida por profesores y académicos, que cuestionaron las bases del orden educativo neoliberal y los fundamentos del modelo educativo actual. Estas masivas movilizaciones, que se transformaron en ejemplo para otras esferas sociales, llevaron a las autoridades gubernamentales a impulsar una serie de proyectos de ley y de reformas en distintos niveles de la educación, desde la escuela básica y media hasta la educación superior. Sin embargo, si bien las reformas actuales y de la última década buscan atender en parte a estas demandas, no rompen cabalmente con las bases del modelo y dan continuidad a aspectos centrales de lo que podemos denominar neoliberalismo en educación. Este proceso ha abierto un debate civil en relación a los límites y alcances que estas reformas tienen en la recuperación y fortalecimiento de la educación pública en nuestro país. 

			El presente libro, Privatización de lo público en el sistema escolar. Chile y la agenda global de educación, se propone, a partir de propuestas de análisis y reflexiones sobre el caso chileno, de Estados Unidos y de otros países de América Latina y Europa, explorar las complejidades de un debate con perspectivas y enfoques que no están debidamente representadas en la discusión global sobre políticas educativas. El texto recoge las presentaciones del Seminario internacional «Educación pública y privatización», realizado en septiembre de 2015 y organizado por la Facultad de Filosofía y Humanidades y la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Chile, con la colaboración de diversas instituciones como el Observatorio Chileno de Políticas Educativas (OPECH), la Embajada de Francia y el Fondo Nacional para el Desarrollo de las Ciencias y la Tecnología (FONDECYT). El encuentro tuvo como propósito central examinar los procesos educativos experimentados tanto en Chile como en países vecinos y de otros continentes. En este contexto se entiende la participación de Argentina, Uruguay, Brasil y, naturalmente, un importante número de especialistas chilenos, junto a académicos universitarios que viajaron desde Francia, España y los Estados Unidos. También contó con una importante asistencia de estudiantes, docentes del sistema escolar, dirigentes sociales y con la participación como ponentes de autoridades extranjeras como el Ministro de Educación de Bolivia Roberto Aguilar y el Secretario General del Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO), Pablo Gentili.

			En este seminario fueron presentadas una variedad de metodologías y disciplinas. Por esta razón, el/la lector/a podrá consultar en el texto ensayos de sociólogos/as, educadores/as, filósofos/as, historiadores/as, cientistas políticos y del mundo de los movimientos sociales.

			A las ponencias de los participantes en el seminario de 2015 hemos agregado, por su pertinencia e interés, algunos textos de destacados académicos franceses y chilenos, así como ensayos que provienen de las memorias de investigación de destacados estudiantes de pregrado y postgrado de la Universidad de Chile.

			Un punto en común de los trabajos que se presentan es el desarrollo de estados del arte, la sistematización de documentos, y la elaboración de ideas, análisis y argumentaciones críticas en relación a un proceso de privatización educacional heterogéneo que se produce a través de vías diferentes, pero que incluye, entre otras cosas, el financiamiento público a instituciones privadas, negocios asociados a la educación, formas de gestión empresarial y la progresiva presencia de poderosas instituciones de la sociedad civil, como las iglesias, las organizaciones empresariales y los medios de prensa vinculados a las grandes empresas, con una influencia decisiva en las decisiones sobre la educación.

			Este libro difiere de otras publicaciones nacionales relacionadas con las políticas educacionales. Éstas por lo general se encuentran centradas en problemas específicos o en un marco político que condiciona su desarrollo, lo cual ha imposibilitado un entendimiento más integral y complejo de las ideas o principios con las que se identifican y han servido de base para las leyes impulsadas por los gobiernos recientes. Los ensayos que se leerán a continuación se basan en análisis empíricos, sociológicos e históricos, pero incluyen también un trabajo detallado de análisis conceptual de las aproximaciones y teorías de la educación que se promueven para justificar las políticas implementadas. Por ejemplo, los textos abordan análisis de las concepciones neoliberales que se imponen en Chile desde fines de los 1970 y que se inspiran en Milton Friedman y, hasta cierto punto, en James Buchanan. Pero no limitan sus enfoques críticos a las teorías neoliberales clásicas, sino que los extienden a aproximaciones a la educación basadas en diagnósticos de las sociedades actuales como sociedades o economías del conocimiento y en perspectivas como las abiertas por las teorías del capital humano, que provienen de los años 1960, o las de la escuela de la «elección pública» que comienzan en los 1970 y que influyen en lo que se denomina la «Nueva gestión pública». También se revisan las concepciones de Estado evaluador y la efectividad y mejora escolar, que se enfrentan a las teorías reproduccionistas y que se hacen más fuertes en la década de 1980.

			No limitándose a teorías educativas específicas, los autores desarrollan indagaciones sobre los cambios sociales que estamos presenciando en la actualidad, específicamente sobre los cambios en la naturaleza del Estado y cómo éstos afectan, de una manera que no es lineal u homogénea, a las sociedades latinoamericanas.

			El Estado pareciera adquirir un nuevo protagonismo en los procesos de transición hacia sociedades más democráticas en la América Latina de la década de 1990. Con todo, muchos de los autores subrayan que este retorno del Estado no implica volver a un Estado benefactor, menos aún a un Estado docente, sino a un nuevo tipo de institucionalidad política más sujeta a lógicas empresariales, pensadas ahora como formas de control de unos mercados que de ningún modo habría que subordinar a propuestas «populistas» de justicia social o redistributivas.

			Un punto de especial interés en estos enfoques es cómo afectan estos cambios al desarrollo de la educación pública, que a pesar de sus contradicciones ha sido en los países latinoamericanos una poderosa herramienta de secularización de la sociedad, así como también un factor de movilidad social, de igualdad de oportunidades y de construcción de una comunidad política moderna. En este sentido, los ensayos que se leerán a continuación se interesan críticamente en discursos que buscan relativizar la diferencia entre el significado de las instituciones públicas, justificando, a través de una serie de argumentos centrados en una interpretación de los bienes públicos, el financiamiento masivo por parte del Estado a las instituciones privadas.

			Un primer grupo de los capítulos del libro, a cargo de académicos franceses, españoles y estadounidenses, se centra en el análisis crítico de temáticas generales, que se basan en estudios conceptuales e históricos, en análisis comparativos de dos o más países, o en la indagación sobre temáticas específicas, como la elección de escuelas o la construcción de nuevas subjetividades en el sistema escolar y sus actores.

			Es el caso del ensayo titulado «La escuela neoliberal» de Christian Laval sobre la escuela actual, considerada como un momento de una nueva lógica global, de una «nueva razón del mundo», más allá de un modelo determinado de educación. Para oponerse a esta lógica, el autor y sus colaboradores han elaborado una nueva y exigente noción de lo común, que busca superar las críticas individualistas y atomistas frecuentes en los teóricos de la economía neoclásica.

			Es también el caso del estudio comparado de Antoni Verger, Adrián Zancajo y Clara Fontdevila, titulado «La economía política de la privatización educativa: políticas, tendencias y trayectorias desde una perspectiva comparada» sobre las diferentes trayectorias de la privatización educativa. Estas trayectorias van desde las más radicales (Chile y Gran Bretaña) hasta vías más graduales (Canadá, Colombia y los Estados Unidos). Pero se analiza también la trayectoria de los países escandinavos, salvo Finlandia y las alianzas público-privadas características de países como España, Bélgica y Holanda. Por último, estudia casos como los del África sub-sahariana y Perú, en donde el proceso se realiza a través de escuelas privadas de bajo costo, y las privatizaciones que siguen a desastres, como el de New Orleans después del huracán Katrina. Es un ensayo que pone de manifiesto, de distintas maneras y en distintas temporalidades la generalidad y la ubicuidad de la privatización presente en las políticas escolares, no sólo siguiendo formas canónicas como las de Chile y Gran Bretaña.

			El ensayo de Romuald Normand, titulado «Elección de escuelas y privatización de la educación pública. La circulación internacional de una política neoliberal y sus modalidades de transferencia en Europa», aborda en cambio un dispositivo específico de privatización: la elección de escuelas. Este dispositivo ligado a los bonos (vouchers) educativos a los padres ha sido un potente impulsor de privatización, diferenciación y segregación escolar. Chile ha sido un ejemplo extremo de estas políticas.

			Esta situación también es analizada en el artículo de Gary Anderson titulado «Privatizando subjetividades: resistiendo el «nuevo profesionalismo», concentrándose en las subjetividades y en los nuevos perfiles de los docentes. El trabajo se enfoca en el ejemplo estadounidense, pero se interesa también en otras situaciones nacionales como el caso de Chile. 

			Las políticas de educación superior son analizadas en el texto de Roger Dale, Globalización, educación superior y formación docente: un enfoque sociológico. El destacado investigador inglés, desde una perspectiva que releva los alcances globales de las transformaciones del ámbito universitario, que aparecen bajo formas, como la competencia por recursos, el aseguramiento de la calidad, de la preocupación por los rankings, e instalación de formas de administración basadas en la nueva gestión pública, revisa las tensiones que esto produce en la formación docente.

			Por último, la contribución de Dalila Andrade, titulada «La educación pública en Brasil durante los gobiernos democrático-populares: entre la ampliación de derechos y la tendencia a la privatización», problematiza las políticas educacionales de los gobiernos de Lula y Dilma Rousseff que se caracterizan por ser pendulares en sus orientaciones: por un lado, demuestran preocupación por ampliar el acceso y la permanencia en el sistema educacional en todos los niveles, pero por otro lado priman concepciones de la educación como capital humano, factor de producción y estrategia competitiva. Así, mientras avanza una preocupación por una distribución eficaz de los recursos públicos, retrocede la preocupación por los bienes públicos como la educación. Esta tensión no es sólo típica del caso brasileño sino de muchas políticas educativas de la transición en América Latina.

			Un segundo bloque de capítulos se centra en la situación de casos nacionales y en especial en el chileno, que ha estado igualmente entre los casos paradigmáticos analizados más arriba, pero que en este segundo grupo de textos es abordado con más detalle. Además, incluimos en esta parte un trabajo sobre la situación de la educación pública en Brasil en el período post-neoliberal.

			El capítulo de Carlos Ruiz, titulado «Educación y política en la transición chilena», aborda el discurso educativo de la transición chilena a partir de la lectura crítica de las ideas de «capital humano» de economistas de la Universidad de Chicago y que son reapropiadas en Chile, primero por la CEPAL en los años 1960 y luego por una serie de autores en los años 2000; se analiza la idea de un «Estado evaluador» defendido en Chile por expertos como José Joaquín Brunner, y las ideas de «efectividad» y «mejora escolar», reapropiadas en Chile por investigadores como DagmarRaczynski, Cristián Bellei, Beatrice Ávalos y otros.

			El ensayo de Alejandra Falabella, titulado «La seducción por el Estado supervigilante en la educación escolar chilena: un recorrido de 1979 a 2011», estudia de un modo crítico el nuevo Estado que se instala en la educación escolar en Chile entre 1979 y 2011, relacionándolo con las concepciones de la llamada «nueva gestión pública» y los proyectos de modernización del Estado.

			La contribución de Francisco Herrera, titulada «La efectividad escolar en las políticas educativas de la postdictadura», analiza en detalle el significado y los límites de las políticas de «efectividad escolar» en la postdictadura chilena, a través de un estudio de los dispositivos legales y de otro tipo que transforman estas ideas en normas jurídicas y reglamentos disciplinarios.

			El ensayo de Leonora Reyes, El «profesor efectivo» en Chile: ¿profesionalización o disciplinamiento? (1980-2018), se centra en la orientación hacia la formación de «profesores efectivos», a partir de la pregunta de si en ésta predomina la profesionalización o si está en juego un proyecto de disciplinamiento de los profesores. Para desarrollar este objetivo interroga sistemáticamente las formas de control de los maestros que impone la legalidad educacional que surge en Chile especialmente en el período de la transición, pero también toda una serie de propuestas y documentos que determinan políticas, como es el caso de documentos recientes sobre la profesión docente emanados del Banco Mundial y que la mayoría de las veces están asociados a promesas de financiamiento.

			El trabajo sobre «Políticas y reformas escolares: el experimento educativo chileno y su evolución», de Rodrigo Cornejo, analiza el experimento educativo que llevan a cabo las políticas y las reformas escolares de mercado en Chile y las resistencias generadas por los movimientos sociales por la educación. Así también, el estudio de Rocío Núñez, «Modernización de las instituciones educativas en Chile y producción de capital humano», aborda el tema de la modernización de la educación en Chile y analiza pormenorizadamente el papel que juega en este proyecto el concepto de capital humano.

			El artículo «Privatización de la educación en Chile: una política de seguridad», de Juan González, estudia la privatización de la educación en Chile desde las perspectivas de las políticas de la seguridad, tanto en lo que se refiere a los profesores como al movimiento estudiantil.

			El ensayo de Jorge Prado, «Educación y economía: las transformaciones de las políticas públicas de producción de conocimiento en el neoliberalismo en Chile», estudia las relaciones entre educación y economía en Chile, enfocándose en las transformaciones de las políticas públicas de producción del conocimiento. El centro de sus análisis es el concepto de capital humano, en el que ahonda cómo las diferentes interpretaciones de Theodor Schultz y Gary Becker llevan a consecuencias muy diferentes sobre el financiamiento de la educación, en especial de la educación superior.

			El ensayo de Gustavo Álvarez, «Requerimientos de la racionalidad neoliberal al sistema educativo: Reforma escolar y currículum en el Chile posdictadura», analiza la reforma escolar y el currículum en el Chile postdictatorial, a partir de la perspectiva de los requerimientos de la racionalidad neoliberal y su contribución a la formación de nuevas subjetividades, en especial las ligadas al emprendimiento y a los emprendedores.

			El capítulo «La igualdad de oportunidades educativas en los tiempos del neo-liberalismo : elementos para una crítica», de Cristóbal Ramos, licenciado en Ciencias Jurídicas de la U. de Chile, es una excelente síntesis, con nuevos desarrollos, de su tesis de grado. El ensayo reúne, a nuestro juicio, dos aportes esenciales para el análisis del campo educacional en Chile: una lectura crítica de las leyes recientes de educación escolar en Chile, en especial la llamada ley de «inclusión» y en segundo lugar, un análisis filosófico-político profundo y actual de las diferentes interpretaciones del concepto de igualdad de oportunidades (Rawls, G. Cohen, A. Swift, entre otros), en que se basa su evaluación normativa de los cuerpos legales nacionales.

			Se trata, como puede verse, de un libro que apunta a una comprensión más detallada de las políticas educativas privatizadoras que impulsan actualmente los proyectos educativos hegemónicos en Chile, América Latina, los Estados Unidos y varios países europeos, siendo, a nuestro juicio, e una contribución a la discusión teórica en el campo de la investigación en educación. Es un texto indispensable, ya que desde múltiples enfoques y metodologías, provenientes de la sociología, la educación, la filosofía, la historia y la ciencia política, se propone analizar las políticas educacionales de las últimas tres décadas en Chile y otros países, focalizando en los aspectos históricos, conceptuales y políticos, su lugar en la construcción del sistema educacional, estableciendo su relación con concepciones de democracia, participación ciudadana y sujetos educativos, y evaluando sus implicancias en el desarrollo de la discusión actual sobre educación. 

			Los compiladores

		


		
			
La escuela neoliberal1


			Christian Laval

			Université Paris X

			Introducción 

			Hacia fines del siglo diecinueve, Francia instaló un sistema educativo centrado en la consolidación de un régimen republicano y la construcción de una identidad nacional homogénea. Este poderoso proyecto es contrarrestado en la actualidad por un modelo globalizado, el de la escuela neoliberal. Este último se va instalando poco a poco en Francia por vías que le son propias, con un ritmo mucho más lento que en el exterior. Pero, y esto es lo interesante, el choque entre el modelo republicano y la escuela neoliberal es soterrado y produce un profundo sismo en Francia. 

			Este sistema de valores y de principios, articulados en torno a los fundamentos doctrinarios de la democracia «a la francesa», está en camino de una degradación rápida en beneficio de una concepción de la educación que tiene una profunda afinidad con las transformaciones económicas de escala mundial. Un nuevo modelo de escuela se perfila bajo la influencia de responsables y expertos cada vez más insertos en las redes europeas e internacionales. Este nuevo modelo de escuela es más mundial y local que nacional, es más «híbrido» que público, obedece cada vez más a una lógica empresarial comprometida con el mercado y menos a una lógica institucional de Estado. Se corresponde más con la necesidad económica de proveer las competencias o los recursos humanos que requieren las empresas, y menos al ideal de una ciudadanía cultural y política.

			1. El nuevo paradigma mundial de escuela 

			Desde hace tres décadas nos encontramos confrontados a la construcción política de un orden mercantil de dimensiones mundiales. Este nuevo orden se extendió hacia dominios y actividades cada vez más amplias, transformando la racionalidad del mercado en el modelo universal para todas las relaciones sociales. Lejos de estar protegidos de esta mutación general, los campos de conocimiento ligados a la cultura y la educación son llamados a articularse cada vez más estrechamente en sintonía con esta mutación general, relevando el valor del capital y plegándose a una lógica competitiva, donde las instituciones se modelan en torno al funcionamiento de las empresas2.

			Esta mutación está lejos de terminar. En efecto, nos lleva a un conjunto de transformaciones sociales, de manera que los individuos y los grupos sociales, a través de la escuela, entran en competencia los unos con los otros. Además, pone en competencia, cada vez más directa, las características sociales e institucionales de diferentes países, en el marco de una mundialización de los intercambios y de la producción, dando un rol cada vez más decisivo a los sistemas de enseñanza y de investigación en la competitividad de las economías.

			En el campo de la educación, esto se traduce en el hecho de que se tiende a considerarla como un bien privado que tiene un rendimiento esencialmente individual. Es el corazón de lo que se ha llamado la «mercantilización de la escuela». Cuando se considera el conjunto de fenómenos que designa esta expresión, no basta con preguntarse cómo se compra y se vende cada vez más abiertamente la educación, cómo el dinero de familias y estudiantes se transforma en un factor constantemente más directo de diferenciación escolar, ni cómo las mercancías más diversas penetran progresivamente el espacio escolar. La mercantilización debiera tratar sobre la naturaleza y extensión de la transformación cultural, económica y política que la hacen posible, es decir, sobre el tipo de escuela que surge aquí. Para caracterizar este nuevo modelo proponemos referirnos a la escuela neoliberal3. 

			El gran proyecto de la escuela emancipadora, fruto de un compromiso entre las ideas ilustradas sostenidas por las clases burguesas y las corrientes socialistas, preocupadas de la educación y la formación del pueblo, se encuentra, sin duda, caduco en la actualidad. En la sociedad de mercado éste es reemplazado, poco a poco, por la promoción de la escuela efectiva y performativa. La eficacia se transforma en el objetivo máximo para todos los registros y niveles de la enseñanza. En la sociedad del conocimiento, una suerte de tierra prometida para los gobiernos occidentales y las organizaciones internacionales, parece que no hay saberes válidos sino aquellos vinculados al empleo, la productividad y el «retorno de la inversión»4. Incluso el ideal de un saber desinteresado y crítico que merezca que se le consagre todo o parte de la existencia no puede ser más que la máscara de intereses de ciertas corporaciones egoístas. Los valores clásicos de la escuela y la universidad parecen muy inconsistentes en la nueva doxa. Vemos así responsables universitarios de primer rango que se hacen apologistas de la sujeción, de las instituciones de las que están a cargo, a las lógicas del mercado, bajo pretexto de que son, lamentablemente, las empresas y los estudiantes quienes deben financiar directamente estudios e investigaciones. 

			Este nuevo modelo tiende, por un lado, a hacer desaparecer las dimensiones constitutivas de la vieja escuela, reafirmando, por otro, el rol económico de la escuela consagrada como lugar esencial de formación de recursos humanos al servicio de la eficacia económica. Martin Carnoy designa a este aspecto central: «reformas centradas en la competitividad»5. La doctrina del economista americano ultraliberal Gary Becker, fundada sobre el concepto de capital humano, domina esta nueva forma de pensar. Este concepto estratégico da una interpretación muy individualista del compromiso con los estudios, concebidos desde esta perspectiva como una inversión personal con vistas a beneficios apropiables para el inversionista. Esta representación de naturaleza económica o economicista de la función de la escuela se expresa en múltiples aspectos que terminan por impregnar los discursos más ordinarios. La lógica de competencias, resultado del universo productivo, ha triunfado en el dominio educativo. La eficacia de los sistemas educativos pretende ser medida por criterios cuantificables, a menudo reductivos. El modelo de la empresa, traducido por un vocabulario y por prácticas de administración importadas desde el sector privado, se propaga en la institución escolar. Esta nueva representación es un fenómeno mundial y se impone a las «élites» (decisores de políticas, funcionarios y expertos) con tanta fuerza que logra tener el peso de una vulgata cuasi universal, y participa de una suerte de lingua franca en todos los espacios de encuentro y de debate. Se pone en marcha a nivel nacional todo un dispositivo de aprendizaje de herramientas de gestión, supuestamente neutras, y de inculcación de valores administrativos, acelerando la conversión de espíritus de los responsables y los administradores. Más globalmente, se trata de recomponer las identidades profesionales, especialmente de aquellos que enseñan, a partir de nuevas problemáticas de evaluación, de productividad y eficacia extraídas de los ámbitos de la organización del trabajo y de la gestión de recursos humanos.

			Estos múltiples síntomas bosquejan la imagen de una escuela neoliberal, o de una «nueva escuela capitalista», enteramente entregada al servicio de la gestión y del desarrollo de la sociedad del mercado. No se trata únicamente y simplemente de una transformación de la educación en una mercancía aprovechable para las empresas que invertirán en este nuevo campo de acumulación del capital. Participan también de este cambio, conjuntamente, la reorganización administrativa de los sistemas educativos, las finalidades cada vez más profesionalizadas y mercantilizadas, y los informes pedagógicos cada vez más tecnificados y racionalizados preocupados de la eficacia.

			Es necesario comprender la racionalidad neoliberal, no tanto como una oposición entre un «mercado» triunfante y un Estado en retirada, sino como la hibridación de una lógica de competencia que reina sobre «cuasi mercados», entre entidades más autónomas, y una lógica de racionalización burocrática que pide prestada a la empresa privada sus técnicas de control, evaluación e individualización. Es a la vez, una nueva rearticulación entre el campo educativo y el campo económico, y una reorganización general del aparato escolar, de sus modos de regulación como prácticas de enseñanza, según una nueva forma de normatividad que restringe la autonomía para subordinarla a los imperativos económicos y a los intereses de los grupos dominantes.

			2. Una mundialización del modelo educativo

			Este modelo, a pesar de sus diversas formas, es mundial. Cabe mencionar el largo trabajo simbólico y político que se ha desarrollado en las grandes instituciones internacionales y en múltiples lugares (foros, revistas, coloquios) donde se reencuentran los responsables nacionales de los sistemas educativos y los expertos. Estas transformaciones a las cuales referimos han forjado progresivamente una nueva representación de objetivos, misiones y modos de organización de los sistemas educativos, al punto de definir un nuevo modelo que rompe con la idea clásica de la enseñanza pública. Son las organizaciones con vocación económica, comercial y financiera quienes se han encargado de esta redefinición del modelo escolar, tales como la OCDE, el Banco Mundial, la Comisión Europea, mientras que la UNESCO o el Consejo Europeo se alinean o se marginan. Los gobiernos nacionales, miembros activos en estas instituciones, tienden a resguardarse tras ellas para desarrollar sus políticas de un modo cada vez más abiertamente mimético. Las reformas propuestas por estos organismos terminan por obedecer a una lógica común que permite hablar de una verdadera reforma mundial de la educación, a la par de una distribución de poderes políticos y económicos a escala planetaria.

			Para comprender este proceso tenemos que situarlo en un determinado contexto mundial. La ola de neoliberalismo en los años ochenta involucró tanto a la escuela como a los otros sectores de la economía y de la política. Recordemos la furia con la que los gobiernos conservadores de Margaret Thatcher y Ronald Reagan denunciaron los defectos de la educación pública, mientras al mismo tiempo ocultaban que esto se debía a una baja inversión crónica en ese ámbito. Ellos instalaron el mercado y la empresa como modelos capaces de resolver todos los problemas de las escuelas. Los padres tenían algo que decir, elegir y controlar sobre los establecimientos de sus hijos, y estas escuelas debían ser gestionadas, igual que en el ámbito de lo privado, por gerentes eficaces sometidos a la sanción del mercado. Más globalmente, la crítica neoliberal ha vuelto a poner en cuestión todos los aspectos de la intervención del Estado, considerada como una tiranía gubernamental contra el individuo. Milton Friedman veía en el Welfare State una nueva tiranía del gobierno fuerte que «obliga a ciertos individuos a ayudar a los otros», en vez de dejar a cada uno lidiar con sus responsabilidades. Esta poderosa lucha ideológica en los Estados Unidos y en Inglaterra se expandió por el mundo gracias a los organismos económicos internacionales, verdaderos portadores de esas ideas en boga, al punto de engendrar un impulso planetario en favor de la reforma neoliberal de la escuela6. Ella fue retransmitida por una prensa complaciente y, sobre todo, respondió a la expectativa de los individuos y de los grupos sociales receptivos a estos ideales de la sociedad de mercado. Muchos gobiernos, sin necesariamente adherir totalmente a los nuevos principios de la regulación mercantil, siguieron con más o menos apuro la línea de acción dominante en materia escolar. La ocasión les fue dada por las dificultades de la «masificación» de un personal adecuado, en el contexto de sistemas escolares burocráticos que mostraron su incapacidad para hacerse cargo del marco pedagógico para interactuar con los estudiantes de origen popular, y por el rechazo de la «mezcla social» por parte de las familias de clase media.

			Los imperativos presupuestarios de las políticas de austeridad fueron, igualmente, parte de la aceleración del movimiento de reforma a escala mundial. Después de la fuerte subida de los gastos ligados a la masificación, los gobiernos buscaron disminuir el gasto de la escuela en relación a sus resultados según una lógica de eficiencia. La «guerra económica mundial» jugó, igualmente, un rol esencial. Según el pensamiento dominante, en la era de la sociedad del conocimiento la fuerza de trabajo debe estar cada vez más calificada para innovar, adaptarse a técnicas más complejas y probar una mayor «autonomía». En suma, las «nuevas teorías del crecimiento» subrayan la educación como una variable estratégica del crecimiento y de la competitividad.

			3. La competencia como nueva modalidad de reproducción social

			El neoliberalismo es una racionalidad global que hace de la competitividad la norma de todos los funcionamientos individuales y colectivos. Las instituciones y los hombres que los ponen en marcha no pueden estar regidos más que por la competitividad, supuesta fuente de todos los progresos y solución de todas las dificultades. Puede hablarse así, más que de una mercantilización (commodification), de una marketización de la enseñanza, a la manera de los anglófonos. La educación no deviene necesariamente una mercancía en sentido estricto, pero la regla de su producción y de su distribución se acerca al funcionamiento competitivo de un mercado en el cual encontramos empresas en competencia.

			Los establecimientos, sobre todo los urbanos, se encuentran situados en contextos donde se juega entre ellos una competencia por atraer a los mejores estudiantes. Lo que algunos sociólogos han llamado «interdependencias competitivas» constituyen un cuasimercado, que regula de facto los reclutamientos y distribuye a los estudiantes según criterios sociales, a la vez que escolares. Esta competencia conduce a los establecimientos a vivir de su reputación cuando ella está bien instalada o a desarrollar métodos tanto ofensivos como defensivos para captar buenos estudiantes, mientras que las familias «estratégicas», por su lado, utilizan la información de la que disponen sobre las características escolares, pero también sociales y étnicas, de los establecimientos para hacer su elección. La educación parece devenir en un bien cada vez más escaso para las familias, un objeto de apropiación privada y una inversión costosa, pero con buen rendimiento en la medida que se incrementa la preocupación de las familias por el futuro profesional de sus hijos, la fobia (a veces) por las malas juntas y la competencia por los establecimientos con mejor reputación y sus sedes más prestigiosas. Las políticas educacionales que favorecen la diversidad de la oferta y la libertad de elección no hacen más que acompañar y entusiasmar las conductas de las familias de clases superiores y medias que tienen las capacidades de desarrollar estrategias escolares y residenciales. Esta competencia entre individuos con recursos diferentes conduce a un reforzamiento de la polarización social de los establecimientos y a un ensanchamiento de la brecha que separa los lugares de enseñanza favorecidos de aquellos que no lo son.

			La nueva escuela que se genera da lugar a una separación que refuerza los lugares de educación según las pertenencias sociales, étnicas y raciales. Una corriente de investigación sobre los efectos de la composición social de las escuelas y de las clases (el school mix effect) puso en evidencia que las desigualdades de los resultados no se relacionan sólo con el medio familiar, sino también con el reclutamiento social de las escuelas, más o menos favorables al aprendizaje, según el caso7. Ciertamente, se dirá que esto no es nada nuevo. Lo que ha cambiado es el hecho de que la segregación deviene un efecto sistémico del juego de la competencia en una «escuela de masas» y que a su vez refuerza las desigualdades ante la escolarización.

			La nueva era de la segregación, característica del neoliberalismo que vivimos y que está marcada por una etnicización aún inédita de los vínculos sociales, inicia acaso un nuevo modo de reproducción escolar de clases fundada sobre la ideología de la elección más que sobre la del don. La segunda suponía una norma puesta como universal, sobre la base de una institución fuerte y legítima, delante de la que cada uno era invitado a ser reconocido como dotado o privado de una disposición innata. ¿No estaremos convocados a un régimen diferente de selección en el que son las elecciones supuestamente racionales las que hacen la diferencia entre las trayectorias escolares y sociales? No es más una norma institucional la que permite separar de manera definitiva a los escogidos de los excluidos, sino una innumerable serie de elecciones entre establecimientos, clases y sedes; una multiplicidad de operaciones, actividades y ejercicios jamás decididos por ellos mismos, donde las cuestiones nunca son explícitas, y determinan una diferenciación progresiva, codificada y sutil entre los buenos, los más o menos y los malos, y donde el efecto social es siempre diferido en el tiempo. En una palabra, según los nuevos dispositivos, el individuo tiene sólo en sus manos la responsabilidad de su suerte, no más por cualquier don de la naturaleza, sino por sus capacidades para operar las mejores decisiones entre las opciones socialmente diferenciadas. El selfservice escolar y universitario que permite al estudiante escoger sus cursos es una de las modalidades.

			4. La escuela gerencial (Sharon Gewirtz)

			Para hacer frente a la llegada de «nuevos públicos» escolares, la idea de diversificar las «ofertas» pedagógicas, de promover proyectos locales y de adaptar las prácticas y los contenidos a «los estudiantes tal cual son» es al parecer, sobre todo a partir de los años setenta, la mejor solución. Esta idea, que tenía sólidas razones sociológicas, ha sido ampliamente recuperada por un movimiento fuerte de reforma centrada en torno al gerencialismo de los establecimientos. La escuela efectiva es concebida como el resultado de una emulación en una situación de competencia. Esta escuela debe ser «piloteada por la demanda» y dirigida por un «gerente» formado con las herramientas de la gestión y las técnicas de conducta de los subordinados, al igual que en el sector privado. En una palabra, la solución universal debe ser encontrada en la reforma de la escuela, de la universidad, de la investigación, según las normas y las técnicas de la gestión de la empresa. En suma, no hay fracaso escolar de los estudiantes, sólo hay fracasos de establecimientos y de profesores. A través de una negación imaginaria de las realidades sociales, la introducción de «buenas prácticas» de gestión y de pedagogía lleva supuestamente a toda escuela a ser efectiva, lo que hace pensar que la reforma organizacional y pedagógica pudiera por ella misma asegurar el éxito de todas las escuelas, independiente de la composición social de su público. 

			Esta orientación, que ha tomado múltiples formas, estaba naturalmente en plena armonía con la regulación competitiva de flujos escolares. Ella participaba también de un vasto programa de transformación de la intervención pública, la «nueva gestión pública», inspirada en una nueva forma de tecnología política, el «gobierno empresarial». Las técnicas importadas en la acción pública se orientan a transformar la manera de dirigir a los agentes situándolos bajo una presión constante, análoga a la del mercado, gracias a un sistema de incentivos y castigos en función de resultados. Los tres términos claves son desempeño, evaluación y responsabilización (accountability).

			Estas técnicas gerenciales han sido progresivamente adoptadas por un gran número de países desde los años ochenta (Gran Bretaña, Canadá, Estados Unidos, Australia, etc.). La «nueva gestión pública» se impuso más lentamente en Francia por medio de múltiples informes y libros sobre la función pública.

			Esta gestión gerencial plantea enormes problemas: el problema de la fijación de indicadores de desempeño, el problema de la presentación de resultados, el problema de la circulación de la información entre los de «arriba» y los de «abajo» y el problema, sobre todo, del sentido de esta cultura del resultado en la medicina, la cultura y la educación. Una medida de efectividad supuestamente neutra ideológicamente tiende a negar, en la práctica, las finalidades y los valores propios de cada institución. Esta medida del desempeño conduce a modelar la actividad por ella misma y orienta a producir transformaciones subjetivas en los evaluados para que se adapten a sus «compromisos contractuales» con las instancias superiores. El resultado obtenido proviene primero de la relación de poder: profesiones juzgadas como ineficientes o costosas son puestas bajo el control más estrecho de una creciente tecno-estructura experta.

			Contrariamente a lo que el término liberalismo podría dar a entender, la reestructuración neoliberal de las instituciones no se acompaña de una mayor libertad de acción para los docentes. Con lo que se relaciona aquí es, más bien, con el crecimiento de los controles sobre los establecimientos. La lógica del mercado y la introducción de técnicas de gestión importadas de la empresa privada conducen a un disciplinamiento inédito de una profesión que gozaba de una relativa autonomía.

			La nueva gestión de las escuelas está fundada en la fijación de objetivos cuantitativos de los resultados de los estudiantes, en el reforzamiento del poder de control de los gerentes y en la «cadena gerencial» desde la cúpula hasta la base; en suma, en la evaluación de los docentes y en dispositivos de incentivos y castigos que los obligan a mejorar sus resultados. Esta «escuela gerencial» constituye la versión escolar del «gobierno empresarial»8 y ha sido objeto de análisis que muestran las principales transformaciones que la caracterizan.Esta insistencia gerencial sobre la eficacia y el desempeño es evidentemente el aspecto complementario de la puesta en marcha de una competencia más abierta entre los establecimientos, la que puede llegar hasta un darwinismo social que conduzca al cierre de escuelas menos atractivas para los «consumidores», y a la reorientación de las subvenciones hacia las «empresas escolares» capaces de mejores reclutamientos. Como lo muestra bien Sharon Gewirtz, esta «revolución» modifica las metas de la institución y el ethos escolar, cambia el vocabulario utilizado y transforma los roles que cada uno juega. Esto conduce igualmente a conflictos de valores y dilemas morales, en la medida que una escuela regulada por el mercado aporta soluciones que, en los planos ético y político, son incompatibles con los valores de la escuela pública. La regulación por la lógica de mercado impulsa a las empresas escolares a captar los mejores estudiantes y a dejar a los menos buenos en otros establecimientos, lo que va en contra de los valores «welfaristas» de solidaridad.

			El trabajo de los docentes tiende a ser mucho más largo e intenso, dado el crecimiento de las tareas administrativas y de las presiones competitivas transmitidas por las familias, la dirección del establecimiento y a veces por los mismos estudiantes. La medición de los desempeños a través de test, los criterios de evaluación de los docentes y de los establecimientos, modifican las maneras de enseñar e incluso los contenidos. Éstos se inscriben cada vez más profundamente en las prácticas pedagógicas y en los programas que se limitan a listados de fundamentos o de competencias, supuestamente susceptibles de ser mecánica, sistemática y fácilmente evaluables. En Francia, la reforma de los programas de enseñanza primaria puesta en marcha en 2008 es conducida por la presión competitiva, la carrera por el desempeño y la estrategia de control evaluativo. Esto implica una pérdida de autonomía de los docentes, los que deben no solamente ajustarse a la realización de objetivos fijados, sino también mantenerse bajo las prescripciones cada vez más detalladas de los programas, de los ejercicios, de los ritmos y de las anotaciones. Se observa así una taylorización creciente de la profesión según una racionalización técnica conducida por la lógica de la competencia.

			Tanto los métodos como los contenidos de enseñanza son cada vez más objetos de directrices autoritarias formuladas por los responsables políticos centrales que, fijando objetivos de desempeño, se orientan a aumentar los resultados inmediatos y cuantificables de los establecimientos. Esta centralización pedagógica autoritaria, que tiende a sobrepasar a las instancias locales y a las autoridades académicas tradicionales, se apoya en Francia sobre comisiones y comités supuestamente independientes, cuando en realidad son eslabones de una nueva forma de «pilotaje» directivo.

			Para este autoritarismo convendría volver a «lo fundamental», término que tiene un doble valor, moral y cognitivo. El «regreso a lo fundamental» es la traducción francesa del «back to basics», el eslogan de los conservadores británicos de los años noventa. Esta primera dimensión disciplinaria del «regreso a lo fundamental» se orienta a restaurar los valores del trabajo, del respeto y del mérito, característicos del individualismo competitivo, en reemplazo de una educación centrada en la igualdad. Esta restauración participa de un movimiento más general de «responsabilización» del individuo, en el marco de una norma general de competencia que viene a reemplazar las lógicas de solidaridad y de asistencia del Estado benefactor. La segunda dimensión de «lo fundamental» es cognitiva. Ésta centra la enseñanza en la transmisión autoritaria de las «bases del saber», tal como son académicamente fijadas en el mármol de las instituciones. Se trata de vaciar la enseñanza de su exigencia de reflexividad crítica y de introducir en los contenidos disciplinarios valores, conocimientos y competencias que serán dados como incontestables e indiscutibles. Existe incluso la tentación, como se vio en la enseñanza de la historia o de la economía, de inculcar una «visión positiva» de la colonización o, en otro registro, de la empresa. En otros términos, en la escuela neoliberal son los fundamentos escolares de la democracia liberal, en particular la formación del espíritu científico, los que son puestos en cuestión.

			En verdad, la escuela neoliberal descansa sobre una nueva definición del conocimiento.

			Se trata, a través de estos procedimientos de evaluación y de etiquetación, de poder medir el valor de un producto educativo. Esta información es esencial para los individuos y las empresas: para algunos porque buscan rentabilizar sus inversiones y para otros porque tienen el propósito de comprar el «capital humano» que estiman necesario. Lo que está en juego, como se ve, es la construcción del valor de cambio de saberes y de prácticas (savoirs faire) incorporados en los individuos, según la lógica del «capital humano».

			Si existe una mercantilización de la educación, en el sentido más amplio que pueda entenderse, es porque hay a la base, por supuesto, una mercantilización de la fuerza de trabajo calificada. Pero esto nos lleva, de manera más directa y determinante, hacia el rol creciente del conocimiento y del saber, en el proceso de producción mismo y en las luchas competitivas que desarrollan las economías y las empresas a escala internacional. Es de sentido común, en la actualidad, sostener que la hegemonía mundial se juega sobre la capacidad de un país de liderar el conocimiento estratégico, de innovar y de atraer a los mejores investigadores y cuadros dirigentes con más alto desempeño. Esta «revolución del conocimiento»9 es la razón central para considerar la calidad y el nivel de educación como elementos cada vez más decisivos de la competitividad global de una economía y de una sociedad.

			5. La escuela neoliberal y la formación del nuevo sujeto

			La reforma de la escuela a escala mundial responde a poderosas transformaciones culturales propias de las sociedades de mercado. Si, como escribe Nietzsche, todo sistema educativo es llamado a proponer una «idea de humanidad» y una «imagen de hombre»10, ¿qué imagen de hombre propone el nuevo modelo de escuela? Ya no es, evidentemente, el cristiano, no es el «hombre honesto» de la cultura clásica, ni tampoco el ciudadano dotado de una cultura cívica y crítica. Se trata más bien del individuo eficaz, motivado, hábil para movilizar rápidamente los saberes-hacer, un individuo que florece plenamente con su trabajo, en el seno de una red empresarial con la que está ligado por un lazo cibernético, que se adapta cómodamente a situaciones personales y profesionales cambiantes, que adhiere a un proyecto y obedece a mandatos que cree darse el mismo de una manera autónoma11. El neoliberalismo, como notablemente lo ha subrayado Mark Olsen, difiere del liberalismo clásico en que, al confiar menos en una naturaleza humana, invita al Estado «a crear un individuo que es un emprendedor competitivo»12. La nueva definición de la excelencia humana se caracteriza por una movilidad, una reactividad, una adaptabilidad, que ya no tiene que ver con los rasgos del ciudadano de ayer. Todas estas cualidades son parte de lo que la jerga gerencial llama «empleabilidad» y que también puede llamarse «competitividad» individual. Este individualismo económico constituye lo que los sociólogos anglosajones llamarían el «hidden curriculum», el currículum oculto de la enseñanza.

			En el plano de las ideologías pedagógicas, que no hay que confundir con las prácticas efectivas de los docentes, asistimos en la actualidad a una curiosa mezcla que asocia el gerencialismo moderno, la nueva pedagogía y un conservadurismo autoritario. Los presupuestos pedagógicos son homogéneos y responden a las supuestas necesidades de las empresas de una renovada mano de obra calificada. El «hombre flexible» es la ficción reguladora de una pedagogía comprometida con las competencias de base, el proyecto, el contrato, la negociación, la información y la comunicación. Toda una pedagogía del saber-ser y del saber-hacer, en parte heredada de ciertos movimientos pedagógicos de izquierda y reciclada por la nueva razón dominante en nombre de la adaptación a las realidades, que intenta reemplazar la vieja pedagogía transmisiva, ordenada según la antigua figura ideal del hombre cultivado, por un sentido práctico adaptado a las diferentes necesidades de la vida social, a las nuevas tecnologías fetichistas y a los cambios más frecuentes de la vida profesional.

			Sin duda, hay contradicciones e incoherencias en el seno de estas orientaciones pedagógicas. Sin embargo, ellas están dominadas por una poderosa lógica normativa que concibe la formación de un nuevo sujeto, tal como las empresas y el mercado de trabajo supuestamente lo esperan, por sobre las adquisiciones intelectuales y morales requeridas para la formación del hombre y el ciudadano en el antiguo modelo de escuela pública. La eficacia de la pedagogía, ordenada por la eficacia esperada del futuro asalariado, es lo que prima de aquí en adelante en desmedro de toda otra consideración. No hace falta decir que, tanto en el ámbito de la enseñanza como el laboral, la eficacia no necesariamente se caracteriza por tener una racionalidad técnica que niega las lógicas prácticas y relacionales. 

			6. ¿Cuál podría ser una política alternativa?

			Este nuevo modelo de escuela, sometido a lógicas competitivas y concebido como un servicio prioritariamente económico, no es el producto de una ideología que cayó del cielo, constituye más bien un aspecto mayor de las transformaciones de las sociedades y de las economías. Es insuficiente ver en las reformas neoliberales de la escuela sólo la reducción de la educación a una mercancía «tal como las otras». En verdad, estas políticas consideran sobre todo al conocimiento como un factor de producción cada vez más esencial y es en función de esto que buscan reorientar y transformar los sistemas educativos, comenzando por los sectores más directamente involucrados en el aparato de producción. Sin embargo, el desafío no es menor. Es el capitalismo el que ha cambiado, siendo cada vez más «cognitivo», y es el neoliberalismo en el campo educativo el que ha intentado formular más explícitamente las consecuencias prácticas.

			La cuestión, a la vez cultural, social y política, es saber hasta dónde llegará la subordinación de los sistemas y de las instituciones de educación, de investigación, de cultura a las lógicas económicas dominantes. También, qué sucederá con la educación misma si no encuentra su razón de existir sino en la producción del «capital humano» requerido por las economías contemporáneas. El campo práctico será ampliamente determinado por las relaciones entre las fuerzas diversas que sostienen tal evolución y las fuerzas que se le oponen. Pero sobre esto nadie puede todavía decir algo.

			¿Es posible invertir el curso de los hechos? Pueden observarse desde las prácticas sindicales y políticas ciertas líneas de resistencia. La primera consistiría en invertir la tendencia a la creciente segregación del sistema educativo por una política voluntarista de igualamiento concreto de las condiciones de estudio entre establecimientos, en todo lo relacionado con la enseñanza, desde el nivel preescolar hasta la universidad. La segunda línea se orientaría hacia contrarrestar el individualismo competitivo en todos los registros donde puede manifestarse, favoreciendo las prácticas cooperativas y las lógicas solidarias. La tercera línea de resistencia consistiría en el reforzamiento de la independencia de la esfera del conocimiento, haciendo frente a los intereses económicos inmediatos y los mandatos políticos autoritarios. Por último, la cuarta sería reemplazar las nuevas formas del poder gerencial por formas más democráticas de conducción de escuelas. Como puede verse, una política general de resistencia a la racionalidad neoliberal es posible. Supone comprender primero qué es el neoliberalismo y por qué el campo y las instituciones del conocimiento le importan tanto.
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			Introducción

			En las últimas décadas, la privatización educativa ha adquirido una gran centralidad en la agenda educativa global. Las políticas pro-privatización cuentan con una gran presencia en los procesos de reforma educativa de un número creciente de países, independientemente de su nivel de desarrollo económico, tradición administrativa o cultura política. Sin embargo, no resulta sencillo mapear de manera sistemática la evolución de las políticas de privatización en educación a escala internacional. Ello se debe, en gran medida, a que la privatización educativa es un proceso complejo que no se acostumbra a manifestar de forma «pura», es decir, no se produce, por regla general, como una transferencia de la propiedad de los centros educativos públicos a manos privadas. En el campo educativo, la privatización se manifiesta más bien en la constitución de sistemas educativos híbridos en los que el sector público y el privado interaccionan y se distribuyen responsabilidades de forma compleja (Bellei y Orellana, 2015; Verger y Bonal, 2012).

			Se puede considerar que hay dos grandes tendencias hacia la privatización educativa, las cuales pueden ser promovidas desde diferentes opciones de política pública. En primer lugar encontramos lo que Ball y Youdell (2008) denominan privatización exógena, que consiste en facilitar que los proveedores privados emerjan y/o expandan su actividad en el sector educativo, sea a través de políticas de liberalización del sector o a través de incentivos fiscales y subvenciones públicas dirigidos a centros privados. En segundo lugar encontramos lo que estos mismos autores denominan privatización endógena, que consiste en la introducción de normas, reglas y mecanismos de mercado en el mundo de la educación, como son la competencia, la libre elección o los incentivos basados en resultados. 

			Este artículo analiza el avance de las diferentes tendencias a la privatización educativa desde una perspectiva de la economía política. En concreto, el artículo tiene como objetivo explicar por qué y cómo avanza la privatización educativa en diferentes puntos del planeta y, en concreto, cómo se materializa dicho proceso en circunstancias económicas, políticas, institucionales y/o culturales muy divergentes. Se pretende así analizar las circunstancias, las lógicas, los agentes y los procesos por medio de los cuales los gobiernos adoptan políticas en favor del sector privado en el campo educativo.

			Marco teórico y metodológico

			Desde un punto de vista analítico, la noción de adopción resulta clave en el estudio de la economía política de la reforma educativa. En tanto que proceso de cambio institucional, éste se puede estructurar en tres momentos distintos: variación (emergencia de nuevos discursos y propuestas), selección (priorización de determinadas opciones políticas) y retención (institucionalización de las políticas seleccionadas) (Jessop, 2010). En cuanto a los factores que en cada uno de estos momentos contribuyen al avance de la privatización, nuestro modelo de análisis distingue entre factores explicativos de carácter económico, político e ideacional. A la vez, se establece una distinción entre factores externos (como puede ser el rol que juegan los organismos internacionales) y factores de origen más bien endógeno o local –si bien se asume que, en un mundo interdependiente y globalizado, ambas escalas interactúan de manera cada vez más compleja y dialéctica–. 

			En términos metodológicos, el estudio se basa en una revisión sistemática de la literatura (Petticrew y Roberts, 2006), desde la cual hemos identificado, organizado y sistematizado una amplia muestra de estudios a partir de criterios explícitos y transparentes, con el objetivo de minimizar posibles sesgos. Una vez aplicados los criterios de calidad y relevancia, hemos revisado un total de 164 estudios primarios. Con base en la información compilada ha sido posible distinguir varios grupos de actores, mecanismos y disposiciones contextuales frecuentemente asociados. La síntesis de estos datos ha permitido identificar las seis trayectorias hacia la privatización que detallamos a continuación.

			Trayectoria 1: La privatización educativa como parte de la reforma estructural del Estado

			Los procesos de privatización en Chile y el Reino Unido14 representan una de las vías más directas hacia la privatización de los sistemas educativos, así como de mayor calado a raíz de los cambios de carácter estructural que han conllevado. Estos procesos de privatización implican una reconfiguración drástica de las funciones del Estado en materia educativa, así como de la política educativa en términos legales, políticos y discursivos (Ball, 2008). A principios de los años ochenta, ambos países iniciaron un proceso de privatización de la educación basado en reformas estructurales del Estado de corte neoliberal, que condujeron a que sus sistemas educativos transitaran de un modelo burocrático a otro dominado por las reglas del mercado en un breve tiempo. Además, ambos casos se caracterizaron por una amplia aceptación de la privatización educativa entre las élites políticas –independientemente de su ideología– y, consiguientemente, por un proceso de consolidación e incluso de expansión de la privatización educativa durante la década de los noventa y la primera década del siglo XXI. 

			Las reformas educativas pro-mercado fueron implementadas en Chile y el Reino Unido bajo una marcada influencia de las teorías neoliberales (especialmente las provenientes de la Escuela de Economía de Chicago, liderada por Milton Friedman), en virtud de las cuales se asumía la necesidad de atribuir al Estado un rol más bien subsidiario en relación a la provisión de servicios públicos. Ésta se tradujo en dos mecanismos centrales aplicados a la reforma del sector público: por un lado, la privatización de los bienes públicos, y por el otro, la libre elección y la competencia entre proveedores (Fitz y Hafid, 2007). 

			Más allá de la introducción de mecanismos de mercado en la educación y la implicación del sector privado en la provisión educativa, el principal objetivo de la reforma consistió en alterar drásticamente el papel del Estado en el sistema educativo. El Estado pasó de planificar y proveer directamente servicios educativos a centrarse en la regulación y distribución de incentivos en el marco del sistema. Sin embargo, las condiciones políticas en las que se adoptaron estas nuevas ideas fueron muy diferentes. Mientras en Chile la dictadura militar, instaurada en 1973, creó las condiciones para la reforma a través de la represión política y la concentración del poder (Delannoy, 2000), en el caso del Reino Unido estas reformas tuvieron lugar en el contexto de una democracia liberal. A pesar del carácter autoritario del gobierno de Thatcher, la deliberación pública jugó un papel importante en la reforma del sector educativo en el Reino Unido. Para ganar legitimidad social, el gobierno conservador difundió con insistencia los mensajes de «la educación pública en crisis» (Fitz y Beers, 2002) y del «monopolio público» (Lupton, 2011) como barreras que había que superar para lograr un sistema educativo más eficiente y de mayor calidad, contando para ello con el inestimable apoyo de think-tanks afines como el Centre for Policy Studies. Las políticas de privatización y las reformas orientadas al mercado se enmarcaron persuasivamente como las soluciones adecuadas para la mejora de los servicios educativos.

			Los cambios estructurales implementados durante los años ochenta en Chile y en el Reino Unido y la profundidad de las reformas educativas adoptadas explican, en gran medida, la consolidación y la expansión de las políticas de privatización durante los gobiernos socialdemócratas posteriores. De hecho, Carnoy (2003) hace hincapié en que una de las características más importantes de este tipo de trayectoria hacia la privatización, de corte estructural, es su difícil reversibilidad. La promoción de la participación de actores privados en el sistema educativo no sólo tiene consecuencias en la intensificación de la privatización del sistema, sino que al mismo tiempo conlleva el surgimiento de grupos de interés muy influyentes para el mantenimiento de las reformas privatizadoras.

			No obstante, la consolidación de las políticas de privatización en ambos países se explica también por otros factores. Durante los años noventa, los gobiernos de corte socialdemócrata que se concatenaron en Chile adoptaron un enfoque pragmático en la gobernanza del sistema educativo para hacer frente a las presiones de los actores privados, las familias y los partidos de la oposición, así como de las instituciones internacionales. Las reformas implementadas trataron de abordar las deficiencias del sistema educativo en términos de calidad y equidad desde una perspectiva compensatoria (consistente en invertir más recursos y promover programas de mejora de las escuelas de la población más vulnerable), pero sin alterar los pilares del sistema de mercado (Mizala, 2007). Al mismo tiempo, las condicionalidades impuestas en los préstamos del Banco Mundial mediante los cuales se implementaron dichas políticas compensatorias contribuyeron a su consolidación (Cox y Ávalos, 1999). Sin embargo, fue la aprobación de la política del copago en el año 1993 –que permitía el cobro de cuotas escolares adicionales a las escuelas privadas subvencionadas, que fue el resultado de las presiones de la oposición conservadora– la que supuso un punto de inflexión en el aumento de la privatización educativa en Chile.

			En el caso del Reino Unido, la llegada al poder del Nuevo Laborismo de la mano de Tony Blair no sólo significó la consolidación de las políticas de privatización del gobierno conservador anterior, sino que además su expansión. El Nuevo Laborismo cambió drásticamente los principios que definían el papel del Estado en la gestión de las políticas sociales, situándolo únicamente como un ente regulador y facilitador en la prestación de los servicios públicos, desplazando la responsabilidad de la provisión al sector privado (Pollock, Leys, Price, Rowland y Gnani, 2005). Los mensajes a favor de la modernización de la sociedad y de una renovación nacional justificaron la necesidad de contar con el mercado y los actores privados para superar las limitaciones del Estado a la hora de proveer servicios públicos de calidad (Poole y Mooney, 2006).

			Treinta años después de su adopción, los debates actuales acerca de cómo transformar el sistema educativo en ambos países están fuertemente condicionados por el marco político, normativo e institucional definido por estas reformas privatizadoras de carácter estructural, así como por los intereses privados que éstas generaron.

			Trayectoria 2: La privatización como reforma incremental 

			En algunos contextos, y a diferencia de lo descrito en el apartado anterior, la privatización no pasa por la implementación de grandes reformas estructurales, sino que por la adopción de cambios más graduales, a menudo a nivel sub-nacional, cuya acumulación acaba por alterar significativamente el sistema de educación público. Si bien este tipo de procesos puede observarse en países como Canadá, Colombia o los Estados Unidos de América (EUA), en esta sección nos centramos en este último país dado el peso significativo que tiene en la literatura revisada.

			El sistema educativo estadounidense se caracteriza por un alto nivel de descentralización y fragmentación, y por el consiguiente rol protagónico de las administraciones estatales y locales en materia educativa. A pesar de ello, hay una serie de factores que contribuyen a la definición de una agenda educativa común a nivel nacional, los que resultan fundamentales para entender los condicionantes a la adopción de políticas de privatización educativa en el país.

			El primero de estos factores es de una naturaleza más bien ideológica. El debate educativo en EUA dio un giro copernicano gracias al auspicio de las fuerzas (neo)conservadoras a principios de la década de los ochenta. Hasta ese momento, temas como la elección escolar, el libre mercado en educación y los vouchers escolares de Milton Friedman eran percibidos como propuestas de la derecha más radical. No obstante, la creciente percepción de una crisis de la educación pública, acentuada particularmente a raíz de la publicación del informe A nation at risk en el año 1983 (Renzulli y Roscigno, 2005; Terzian y Boyd, 2004), fue utilizada de forma estratégica por sectores conservadores para conseguir que las políticas pro-mercado contaran con una mayor aceptación (Apple y Pedroni, 2005; Boyd, 2007). El hábil enmarcamiento de la agenda de mercado por parte de la derecha y su alineación con valores como la equidad o la igualdad de oportunidades dieron lugar a la emergencia de alianzas contra-intuitivas articuladas alrededor de la elección escolar entre grupos desaventajados (como minorías étnicas) y fuerzas elitistas conservadoras (Apple y Pedroni, 2005). 

			Sin embargo, la complejidad del sistema político de los EUA, y especialmente la fragmentación del poder político (resultante de la combinación de un sistema presidencialista, bicameral y federal), dificultó que este cambio de preferencias se tradujera en cambios legislativos concretos a nivel federal, al menos en un primer momento. A pesar de que la propuesta de vouchers condensaba los principios de la elección y la competición escolar que estaban ganando terreno en el ámbito discursivo, y de que contaba con el apoyo explícito de los gobiernos conservadores de Reagan (1981-1989) y Bush (1989-1993), su avance a nivel práctico fue más bien limitado. 

			El proceso de privatización avanzó de forma más firme, en cambio, a partir de la propuesta de escuelas charter, una modalidad de provisión educativa que se caracteriza por la gestión privada de escuelas de propiedad pública. Las escuelas charter devinieron un punto de encuentro entre republicanos y demócratas. Bajo la presidencia de Bill Clinton se aprobó en el año 1997 un proyecto de ley que impulsaba este modelo de escuelas y que contó con el apoyo de los dos partidos mayoritarios del país. Desde entonces, las sucesivas administraciones federales han seguido promoviendo su expansión mediante una serie de disposiciones legales e incentivos económicos (Bulkley, 2005; Terzian y Boyd, 2004). 

			La mayor viabilidad política de las escuelas charter en relación a los programas de vouchers recae, en gran medida, en la centralidad que ocupa esta propuesta en el espectro político. Las escuelas charter cuentan con la aceptación tanto del Partido Republicano como del Demócrata, en parte debido a su capacidad de acomodar diferentes intereses, discursos e ideologías. La mayor maleabilidad de la propuesta de las charter ha hecho posible, además, la articulación de coaliciones (advocacy coalitions) amplias, ideológicamente transversales, capaces de aglutinar posiciones políticas aparentemente divergentes (Bulkley, 2005; DeBray-Pelot, Lubiensky y Scott, 2007; Kirst, 2007). Como resultado de todo ello, para el curso de los años 2012/2013 un total de 42 Estados, más el Distrito de Columbia, habían aprobado legislación sobre las escuelas charter. Y entre el curso de los años 1999-2000 y 2011-2012, la matrícula en escuelas charter (educación elemental y secundaria) pasó del 0,7% al 4,2% del total de la matrícula pública15.

			Los vouchers escolares, por el contrario, siguen siendo objeto de debates polarizados y son percibidos como una opción más ideológica y radical (Belfield y Levin, 2005; Kirst, 2007). Estas propuestas cuentan además con la dificultad añadida de la judicialización a la que se han visto sometidas en los últimos años. Los detractores de estos programas han recurrido, a menudo con éxito, a distintas disposiciones presentes tanto en la Constitución como en la legislación estatal para bloquear el avance de estos programas (Belfield y Levin, 2005; Boyd, 2007; DeBray-Pelot et al., 2007). Estos factores habrían limitado sustantivamente la expansión de los vouchers universales, convirtiendo a las escuelas charter (y los programas de vouchers focalizados) en una «segunda mejor opción», con una difusión mucho más notable a nivel nacional y estatal. 

			En esencia, en Estados Unidos la adopción de políticas de privatización se fundamenta, por un lado, en una serie de cambios a nivel de normas y valores sociales (como la centralidad adquirida por ideas como la elección y la competición escolar), y por el otro, en la mayor viabilidad política de aquellas opciones pro-sector privado menos cargadas de ideología y con una capacidad más limitada de «alteración» del sistema, como las escuelas charter. La combinación de ambos elementos ha representado un avance gradual, pero sostenido, de las políticas de privatización en el país.

			Trayectoria 3: La vía nórdica a la privatización educativa

			Los países nórdicos o escandinavos (en concreto, Dinamarca, Noruega, Finlandia y Suecia) se caracterizan por contar con un Estado de bienestar fuerte, con una marcada orientación redistributiva y una firme intervención del sector público en materia económica y social. En el marco de dicho régimen, que por lo general cuenta con una amplia aceptación social, las «soluciones de mercado» en servicios públicos han tenido poco recorrido. En el campo de la educación, este modelo ha dado lugar a un sistema educativo altamente comprehensivo y equitativo, orientado a garantizar oportunidades a los grupos más desfavorecidos y fundamentado en la participación directa del Estado en materia de provisión educativa. A pesar de que el modelo educativo nórdico está en funcionamiento desde los años sesenta, en los últimos años la mayoría de los países de la región ha adoptado una serie de medidas pro-privatización, en especial de naturaleza endógena, con las que se ha alterado de forma significativa la vigencia de dicho modelo. 

			Estas medidas se empezaron a implementar en la década de los noventa, en el contexto de «la hegemonía global del discurso político neoliberal» propiciada por la caída de la Unión Soviética (Rinne, Kivirauma y Simola, 2002). El neoliberalismo zarandeó los pilares del sistema socialdemócrata nórdico en dos sentidos. En primer lugar, debido a que el neoliberalismo –y la subjetividad individualista que éste promueve– pone en cuestión valores centrales del modelo de bienestar socialdemócrata como son la equidad y el universalismo (Imsen y Volckmar, 2014). En segundo lugar, porque la recesión económica de principios de los noventa y las políticas de austeridad derivadas pusieron en cuestión la viabilidad del sistema de bienestar. Todo ello contribuyó a generar una crisis de legitimidad del Estado de bienestar (Lundahl, 2002; Wiborg, 2013) que fue alimentada y utilizada políticamente de forma estratégica por las fuerzas conservadores de estos países. La crisis fue de tal calado que incluso los «guardianes» tradicionales del modelo nórdico, representados por los partidos socialdemócratas, se mostraron receptivos a la reforma del Estado en distintos ámbitos, incluyendo el educativo. 

			Para los partidos socialdemócratas de los países nórdicos, la reforma del Estado de bienestar no tenía por objetivo ni reducir sus prestaciones ni privatizar los servicios públicos. Se trataba más bien de modernizar las formas de provisión, de diversificar la oferta de servicios y de dar mayores opciones de elección a los ciudadanos. En el campo educativo, ello se tradujo, por ejemplo, en promover políticas de municipalización educativa y de autonomía escolar. Para las fuerzas socialdemócratas era importante dar el primer paso en materia de reforma del Estado de bienestar a fin de evitar «un mal mayor», como el que se derivaría del hecho de que dichas reformas recayeran en manos de los partidos conservadores. Además, el hecho de liderar la reforma permitía a los socialdemócratas proteger el modelo social y la idea del Estado de bienestar en contiendas electorales como su principal baza política (Klitgaard, 2007 y 2008).

			Suecia es el país nórdico donde las reformas pro-privatización fueron más lejos en el campo educativo. Después de que el gobierno socialdemócrata de este país municipalizara la gestión y la financiación de la educación a finales de los ochenta, el gobierno conservador entrante se encontró en el año 1992 con un marco regulatorio propicio al implante de un ambicioso sistema de voucher educativo que permitía a las escuelas privadas –incluso a aquellas con fines de lucro– recibir financiamiento público (Wiborg, 2013). 

			La concentración de poder y menor presencia de puntos de veto, característicos del sistema político de los países nórdicos, facilita que los gobiernos puedan introducir reformas drásticas, como la del voucher educativo sueco, con poca oposición (Klitgaard, 2008). No obstante, en el caso particular de la política de vouchers en Suecia, se dio la circunstancia de que el Partido Socialdemócrata planteó una oposición más bien tibia. Determinadas facciones del partido pensaban incluso que el sistema de voucher sería una vía para fomentar la diversificación del sistema educativo, por ejemplo mediante el surgimiento de cooperativas escolares de profesores. Empero, después de más de dos décadas de implementación de la reforma, la realidad es más bien otra: el número de proveedores privados se ha multiplicado por diez, la gran mayoría con fines lucrativos (Böhlmark y Lindahl, 2014).

			En países como Dinamarca y Noruega, el Partido Socialdemócrata jugó también un papel clave a la hora de facilitar la adopción de medidas pro-privatización, sobre todo de privatización endógena. En el caso danés, los socialdemócratas votaron a favor de una reforma con la que pudieran promover la elección escolar que impulsó el gobierno conservador en el año 2005. En Noruega, los socialdemócratas promovieron la municipalización educativa y otras medidas de nueva gestión pública durante los noventa, lo cual facilitó al gobierno conservador de 2003 la aprobación de una ley de financiamiento que favorecía el subsidio público a escuelas privadas.

			El caso de Finlandia es bastante diferente. Previamente a la primera edición de las pruebas PISA, en el país se estaban discutiendo reformas educativas profundas en la línea de la nueva gestión pública y parecía que la equidad iba a pasar a un segundo plano (Rinne, 2000). Sin embargo, los buenos resultados del sistema finlandés en las pruebas impulsadas por la OCDE inmunizaron en cierta manera a este país ante posibles medidas privatizadoras y reafirmaron a las élites políticas en un modelo educativo caracterizado por una fuerte intervención y financiación pública, orientado a la equidad. 

			En conclusión, si bien los países nórdicos han vivido procesos de privatización educativa de naturaleza muy desigual, las reformas educativas en la región se han llevado a cabo en el marco de un replanteamiento del modelo de Estado de bienestar y de una fuerte tensión entre las fuerzas conservadoras que apuestan por su desmantelamiento y las fuerzas de izquierdas que apuestan por su modernización, flexibilización y adaptación a las demandas de la ciudadanía. Las fuerzas socialdemócratas han desempeñado así un papel ambiguo y, aunque no han impulsado medidas de privatización en sentido estricto, sí han introducido cambios en la gobernanza y la regulación educativas que las han facilitado.

			Trayectoria 4: Alianzas público-privadas históricas 

			Holanda, Bélgica y España son los países de la OCDE con mayores tasas de matrícula privada en educación primaria y secundaria, así como de instituciones privadas financiadas con fondos públicos16. No obstante, en ninguno de estos tres países esta situación se debe al impacto de la revolución neoliberal de los años ochenta. En los tres casos analizados, la aparición de alianzas público-privadas (APP) en el sector educativo se explica por razones históricas, políticas y sociales que comparten importantes similitudes, aunque son claramente contingentes a las particularidades de cada país. En el marco de dichas APP, el Estado se compromete a financiar la provisión educativa privada a cambio de que esta última respete la regulación vigente en materia curricular, de procesos de admisión, gratuidad, etc.

			En el caso de Holanda, los orígenes de la APP datan de principios del siglo XX. La discusión sobre la reforma de la Constitución de 1917 permitió establecer un acuerdo que aseguraba la financiación de centros educativos privados y públicos en igualdad de condiciones. Además, la reforma constitucional estableció el principio de pilarización (verzuiling) de la sociedad holandesa. Este principio es «una forma de pluralismo que implica una fuerte segmentación vertical de todos los sectores de la vida social a lo largo de líneas de división religiosas e ideológicas» (Karsten, 1999, p. 304, traducción propia), de modo tal que servicios básicos como la educación o la sanidad son gestionados por cada grupo religioso. En este contexto, la ley de educación aprobada en 1920 estableció el derecho de las familias a establecer sus propias escuelas, así como la obligación del Estado de financiar los costes de creación y funcionamiento de los centros educativos (James, 1984), provocando un aumento sostenido de la matrícula en centros gestionados por entidades privadas a lo largo del siglo XX. Se puede afirmar que los principios educativos establecidos al albor del siglo XX en Holanda no están vinculados al liberalismo, sino que más bien a factores religiosos y sociales (Patrinos, 2010). 

			En el caso belga, el debate educativo se ha caracterizado por un intenso conflicto entre la Iglesia católica y los movimientos que abogaban por la provisión estatal de la educación. Diversos autores sitúan las raíces de este enfrentamiento en la Constitución de 1830, que establecía la libertad de enseñanza y prohibía cualquier medida que la restringiera (Dupriez y Maroy, 2003), impidiendo la instauración de un sistema educativo estatal y unificado por parte de los gobiernos liberales. Además, el gobierno del partido católico entre 1884 y 1914 implementó una política educativa que permitió la expansión de la iniciativa privada en educación (De Rynck, 2005). La necesidad de expandir la educación secundaria en la década de los cincuenta hizo reemerger el conflicto latente entre los partidarios de las escuelas católicas y del sistema estatal (De Rynck, 2005). Esta situación dio lugar al llamado «pacto escolar» de 1958, que institucionalizó la financiación con fondos públicos de las escuelas privadas, imponiéndoles a la vez una serie de requerimientos (número mínimo de alumnos o la certificación del profesorado) (Dupriez y Maroy, 2003). 

			Por último, en el caso de España, la instauración de un sistema de subvención con fondos públicos de centros privados (denominados centros concertados) surgió en la transición entre la dictadura y la democracia, entre finales de los setenta y principios de los ochenta. Cabe tener en cuenta que la expansión de la educación primaria y secundaria no se dio de manera efectiva en España hasta la década de los ochenta. Hasta entonces el Estado había tenido un rol subsidiario en materia de regulación y financiación educativa, de modo tal que el control del sistema educativo quedaba en buena parte en manos de la Iglesia católica (Bonal, 2000). La negociación de la nueva Constitución de 1978, basada en un acuerdo entre partidos de izquierda y de derecha, estableció el marco que permitió la existencia de un sistema dual en la educación primaria y secundaria. El «pacto escolar» (Olmedo, 2008) surgido de estas negociaciones fue el reconocimiento de los principios de igualdad y libertad de enseñanza (Bonal, 1998), dando lugar a un marco legal relativamente ambiguo que permitió el desarrollo de políticas educativas muy diferentes en función de la orientación de cada gobierno. Finalmente, bajo el gobierno de orientación socialdemócrata de los ochenta, fue adoptado un sistema que permitía la creación de centros privados sostenidos con fondos públicos. Más allá del marco legal favorable, la instauración del modelo de APP bajo un gobierno de izquierdas se explica por el imperativo de expansión de la educación, las restricciones presupuestarias y la presión del sector privado (especialmente de la Iglesia católica) (Calero y Bonal, 1999; Olmedo, 2013).

			En resumen, a pesar de su diversidad interna, la emergencia de los distintos modelos de APP presentados en esta sección se explica por factores de naturaleza similar, especialmente por el rol histórico de las instituciones religiosas en el
campo educativo, así como por la presión de estas instituciones para integrarse a un sistema nacional de educación en un contexto de expansión educativa.

			Trayectoria 5: Privatización «por defecto» y escuelas privadas de bajo coste 

			En un importante número de países empobrecidos, el sector privado no se expande como consecuencia de una política pública a favor de la privatización, sino más bien por la pasividad de las instituciones gubernamentales ante la creciente demanda educativa. En los últimos años, la forma de privatización predominante en estos países consiste en la creación de las conocidas como «escuelas privadas de bajo coste» (LFPS por sus siglas en inglés)17. Se trata de una tipología de escuelas privadas impulsadas y controladas inicialmente por un individuo o grupo de individuos, habitualmente con fines lucrativos, y que tienen cuotas que se suponen asequibles incluso para las familias más desfavorecidas (Phillipson, 2008). El fenómeno es especialmente relevante en el África subsahariana, Asia meridional y en algunos países latinoamericanos como Perú, si bien es importante tener en cuenta la dificultad de contabilizar con exactitud su magnitud, sobre todo porque muchas de estas escuelas no se encuentran regularizadas ni figuran en bases de datos oficiales (Härmä y Adefisayo, 2013; Srivastava, 2008). 

			La creciente demanda de LFPS responde a razones muy diversas. Por regla general, los académicos pro-privatización atribuyen el crecimiento del sector de LFPS al hecho de que la calidad de este tipo de escuelas es superior a la de las escuelas públicas (Tooley y Dixon, 2005). Sin embargo, no hay todavía pruebas concluyentes sobre la (alegada) superioridad de las LFPS en términos de calidad o de resultados de aprendizaje (Srivastava, 2016). La «percepción social» respecto a la superioridad del sector privado se podría ver reforzada por la falta de recursos (o por una gestión inadecuada) de las escuelas públicas situadas en las zonas (normalmente marginales) donde el fenómeno de las LFPS toma más fuerza (Rose y Adelabu, 2007), así como por la masificación de las escuelas gubernamentales en algunos países (Härmä y Adefisayo, 2013).

			Ahora bien, investigaciones recientes parecen mostrar que, más que a una cuestión de calidad educativa, la creciente demanda de LFPS se debe a otros motivos como la falta o insuficiencia de oferta pública en zonas periféricas, donde las LFPS proliferan (Heyneman y Stern, 2013), o al rol que juegan aspectos de tipo religioso, cultural o lingüístico en la demanda de este tipo de centros privados. 

			Aparte de cuestiones de demanda, el crecimiento de las LFPS tiene que ver también con aspectos relacionados a la oferta. Convencionalmente, se considera que las LFPS son iniciativas de pequeños emprendedores educativos que a menudo provienen de la misma comunidad que la escuela. Eso sí, recientemente, un conjunto de organismos internacionales, como el Banco Mundial, la Agencia Británica de Desarrollo Internacional (conocida como DFID, por sus siglas en inglés) y corporaciones transnacionales como Pearson Education están impulsando esta modalidad de escolarización de manera proactiva y a través de importantes donaciones económicas. La suma de agencias internacionales, fundaciones privadas, consultores internacionales y propietarios de LFPS forman de hecho una red densa que contribuye a sedimentar un discurso sobre la conveniencia de una estrategia de desarrollo articulada en la participación del sector privado y una lógica de lucro.

			El apoyo financiero de la comunidad internacional y de inversores extranjeros ha permitido que emerjan y se expandan cadenas de LFPS (como las Bridge International Academies en África o las APEC-Schools en Filipinas), algunas de las cuales están operando incluso a nivel internacional. Estas cadenas se benefician de economías de escala y sus representantes consideran que el hecho de ofrecer un producto educativo estandarizado a sus consumidores es una de las claves de su éxito y expansión (Junemann, Ball y Santori, 2016). 

			Finalmente, otro elemento que contribuye a afianzar el fenómeno de las LFPS se encuentra en que muchos gobiernos del sur, tales como los de India o Pakistán, se están planteando generar alianzas público-privadas con este tipo de escuelas, a menudo con el apoyo de la comunidad internacional. Para estos gobiernos, la concesión de subsidios públicos a las LFPS representa una forma de promover la expansión educativa a un menor coste que el que representaría generar una nueva oferta pública. Si esta última tendencia se consolida, lo que inicialmente era una modalidad de privatización «por defecto», impulsada por la acción espontánea de emprendedores educativos locales, estaría deviniendo una estrategia de privatización «de diseño», promovida y apoyada financieramente por un amplio conjunto de gobiernos, organizaciones internacionales e inversores privados (Srivastava, 2016).

			Trayectoria 6: Privatización por la vía del desastre

			La última trayectoria identificada se da en aquellos casos en que la privatización educativa es propiciada en un contexto de catástrofes o crisis profundas. Según se desprende de la literatura revisada, situaciones de emergencia, tales como los desastres naturales o conflictos armados, han devenido un terreno fértil para la adopción de políticas pro-mercado que en otro estado de las cosas habrían encontrado más dificultades de poder prosperar. 

			A pesar de su gran diversidad, esta clase de episodios comparten una serie de elementos que dan consistencia a esta trayectoria. En primer lugar, los episodios de crisis derivados de catástrofes o conflictos se caracterizan por una importante presencia de agentes externos, quienes frecuentemente conciben los contextos de emergencia como un «campo de pruebas» de ciertas soluciones predefinidas. En segundo lugar, en contextos de emergencia el debate democrático acostumbra a atenuarse como consecuencia del sentimiento de emergencia imperante para restituir la situación de normalidad. Finalmente, los cambios producidos en esta clase de episodios suelen caracterizarse por su capacidad de amplificación, es decir, la alta probabilidad de que estos cambios tengan un impacto más allá del sector o territorio afectados y también de perpetuarse en el tiempo en una lógica de irreversibilidad. 

			Uno de los casos más emblemáticos de este tipo de procesos lo encontramos en la reconstrucción del sistema educativo de Nueva Orleans (EUA) tras el paso del huracán Katrina en agosto de 2005. Después de la catástrofe, no sólo se reconstruyó la infraestructura escolar afectada, sino que se reconfiguró la organización del sistema educativo a partir de la idea de la libre elección escolar. Las disposiciones legales aprobadas en noviembre de 2005 dieron lugar a un nuevo sistema altamente descentralizado y caracterizado por una multiplicidad de proveedores, en que las escuelas charter pasaron a servir al 61% de la población escolar en el curso de los años 2009-2010 (Levin, Daschbach y Perry, 2010). 

			La reforma educativa en Nueva Orleans es un caso paradigmático de instrumentalización de una catástrofe natural por parte de unas élites políticas y económicas. El sentimiento de emergencia y la crisis post-Katrina posibilitó el avance de unas reformas que las fuerzas conservadoras no habían conseguido impulsar en el contexto de deliberación democrática previo a la catástrofe (Saltman, 2007). Además, el desplazamiento de una parte importante de la población impidió la articulación de una fuerza de oposición efectiva a las nuevas medidas en favor de la privatización (Akers, 2012). De hecho, un porcentaje considerable de los agentes que contribuyeron al rediseño del sistema educativo de la ciudad eran organizaciones y actores políticos que operaban a nivel nacional, quienes concibieron a Nueva Orleans como un laboratorio pro-privatización a partir del cual amplificar y legitimar sus propuestas a escala nacional (Atasay y Delavan, 2012; DeBray et al., 2014).

			Los contextos afectados por conflictos armados son también especialmente susceptibles a la promoción de reformas educativas pro-mercado por parte de organizaciones internacionales. Este es el caso del programa Educo, implementado en El Salvador durante la etapa final de la guerra civil en la que el país centroamericano estuvo inmerso entre 1981 y 1992 (Edwards, 2014; Poppema, 2012). 

			Educo, considerado como uno de los primeros programas de school-based management promovidos por el Banco Mundial, fue establecido en 1991 en un contexto de estrecha colaboración entre el Ministerio de Educación, la U.S. Agency for International Development (USAID) y el Banco Mundial. A través de este programa se establecía el control directo de las escuelas por la comunidad desde una perspectiva primordialmente gerencialista, enfatizando el control del rendimiento del personal docente por parte de las asociaciones de padres, ahora responsables de su contratación (Edwards, 2014; Poppema, 2012). Se trataba pues de una estrategia de privatización endógena, con un importante efecto de deslegitimación de la provisión estatal y de debilitamiento de los sindicatos docentes (Cuéllar-Marchelli, 2003; Edwards y Klees, 2012).

			El caso de Educo ilustra bien las oportunidades políticas para la privatización educativa ofrecidas por un contexto de conflicto caracterizado por la ausencia de un debate público auténtico, en el que las organizaciones internacionales ejercen una influencia notable. Cabe remarcar que el primero de los préstamos del Banco Mundial a Educo se otorgó en 1991, antes de los Acuerdos de Paz de 1992 y de la oportunidad de una discusión transparente y abierta (Edwards, 2014). Además, y a pesar de ser inicialmente concebido como programa piloto, Educo experimentó una notable expansión en los años noventa, de manera que, en el año 2004, dos tercios de las escuelas salvadoreñas formaban ya parte del programa. Este crecimiento se explica, en gran medida, por el apoyo financiero y técnico ofrecido por el Banco Mundial, quien convirtió el programa en una «buena práctica» internacional y en el objeto de una intensa tarea de difusión internacional. Como resultado de ello, el modelo Educo inspiró reformas educativas en países como Guatemala y Uganda (Edwards, 2014).
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